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ASIJNTO

Recurso de agravio constilucional interpuesto por don Javier Ernesto Corbetto
Rodríguezcontralaresolucióndetojas295,defechalldejuliode20l8,expedidapor
la Cua¡ta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que declaró fundada, en
p¡¡1e, la de¡¡anda de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expedicnte 00987-2014-I'A/TC, publicada en el diario
oñaial El Peruano el 29 dc agosto de 201,1, este 'fribunal estableció. en el

to 49. con carácler de precedente. que se expedirá sentcncia interlocutoria
ia, dictada si¡l más trálnite, cuando se presente alguno de los siguienles
, que igualrnente están contenidos en el artículo ll del Regla¡nen1o

Noanativo del'fr;bunal Conslitucional

a) Carezca de [undamentación la supuesta vu]ner¿ción que se invoque.
b) [,a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especia]

trascendencia constitucional.
c) La cueslión de Derecho invocada contradiga un prccedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de ¡¡anera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmenle prolegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto matsrialnente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando Io prelcndido no alude a un asunto que requiere una tulela de especial
urgencia.

3. Expresado dc olro modo, y teniendo en cuenta lo prccisado en el fundalnento 50 de
la sentencia cmitida en el Expediente 00987'20I4-PA/TC, una cuestión no reviste
especial trasccndencia co¡stitlrcional en los sigllientes casos: (l) si una l'utura

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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5. La pafe demandante, con fecha 25 de f'ebrero de 2016 y escrito subsanatorio de

resolución del Tribunal Constituoional no soluciona algún conlliclo dc rclcvencia
constilucioñal. pucs no cxistc lesión que comprometa el derecho funda¡nental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tlfelar de manera !¡rgente el dcrscho
constitr¡cional i¡rvocado y no median razoncs subjctivas u objctivas que habili¡en a

esle órgano colegiado para enitir u¡ pronunciamiento de fondo.

4. En el presente caso, el recurso de agravio constitucional no est,r referido a una
cueslión de Derecho de especial h¡scendencia constitucional, en visla de que sc

encuentra inmerso sn el segundo supuesto arriba mencionado (no existe necesidad
dc tulclar de mancra urgcnte cl derecho invocado), pueslo que la alegada alectaciul
a sus derechos a la igualdad, al debido proceso y otros se ha brnado irreparable.

LixP. N.' 03422-201 8-PA¡r'C
I-IMA
JAV]ER ERNESI'O CORBI]1-IO
RODRÍCUEZ

CONFIRi\t^RON la senrencla conlenida en l:¡ rcsolución N' I I- dcl
2l de dicicmbrc dc 2017. dc fblios 216 a 251. en el ertrcmo quc
dccl¡ra FUNDADA la denrand¿ de amparo (.. )i ) sc dispone que el
Minirerio del Inlerior no yuclva a ircurt en las a.ciones oue

de abril de 2016. interpone demanda de anrparo contra el Ministerio del
y otros. con el objeto de que se inaplique al recurrcnts la Rcsolución

rial ¡026-201 5-IN/PNP. de fecha 3l diciembrc dc 2015. medianle la ouel se

al retiro por la causal de renovación de cuadros y que. en consecuencia. sc

ordene su reincorporación en el grado de mayor PNP con el reconocimicnto dc su

antigücdad. honores y rcnruneraciones inherentes al grado. Además, pide que se lc
coloquc cn el Escalalón de Mayores PNP en el puesto que le corresponde,
reconociéndose el periodo en el que estuvo fuera de Ia insti¡ución policial conlo
tie¡¡po laborado, real y efectivo para efectos pensionarios y de cscalafón, así cono
el reconocimiento de la antigiiedad para el proceso de asccnso para el'ectos
pensioDarios y de escalafón.

6. El Décln1o Primer Juzgado Constitucional de Lima, con fecha 21 de diciembre de
2017, declara lundada la demanda de amparo e inaplicable al actor Ia rcsolucion
administrativa cuestionada y ordena su reincorporación a la situación de actividad
con el reconocimiento del tiempo de servicios y sus derechos. "lo cLral se debe
materializar además en el escalafón de la entidad". Ordena también el pago de los
coslos del proceso.

7 Mediante resolución de fecha I de jLrlio de 2018, la Cuarla Sala Civil de Lima
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JAVIER ERNESTO CORBETI'O
RODÚGUEZ

rnotilaron la inlerposición de la demandar REVOCARON la nrir¡a
en cl cxn'cnro quc ordend a la demandada. reincopore al accioñañtc a

la situación de acli!idad con el reconociñienlo dcl ticr¡po dc ser!;cios
y sus dcrcchos y rclormándola DECLARARON:
I1\{PROCEDENTE la dcmaDda e¡ el exlrer¡o a la reincorporación
del re.urente d la entidad demandada y cn los on'os cxtlc¡ros
peticionadost t k» devolvlercn.

Irn el fundamento 8.3 de dicha reso¡ución se señaló que, en la medida que cl actor
superó el lín;te de edad cn el grado (mayor PNP), ha operado la sustracción de la
¡¡alcria respecto a la rqincorporación, de conformidad con el artÍculo I del Código
l'rocesal ConstilLrciona]; cntonces sc dcbe ordenar que la emplazada no vuelva ¡
incurrir cn las acciones u omisiones que motivaron la presente demanda,

de aSravio constitucional el actor pretende que se revoque el extremo
e la resolución de seglrndo grado.

Al respecto, esta Sala del Tribunal recuerda que el Decreto Legislativo 11,19. del I I
dc diciembre dc 2012, nofl¡a vigcnte, en su artículo 84 señala que la situación dc
retiro por lílnile de edad en el grado, especiflca¡¡e¡te para el grado de mayor PNP.
es de 54 años. Por tanlo. el aclor ha superado el lí,¡ile de edad, como se aprecia de
I¿ copia de su documento nacional de identidad (f. 34).

10. En consccuencia, y dc lo expueslo en los lundame¡tos 2 a 9.rrpla, se verifica q!¡e

el presente rccurso de agravio incune en Ia causal de rechazo prevista en el acápite
b) del lundamento 49 de Ia sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/ I C
y en el inciso b) del afículo I I del Reg¡amento Norma¡ivo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agrdvio constitucional.

Por estos f'undamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú. el lundanrento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, corlvocado
para dirinrir 1a discordia suscitada por el volo singular del magistrado lerrero Cosla.
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JAVIER LRNI'SI'O CORI}IJIl'o
RODRiGI ]F,Z

IIBSUtrLVE

Declarar IMPROCEDENTB el recurso de io constitLrcional pues la cuestión de
trascendencia constilucional.Dcrcsho coitenida en cl rccurso carece dc

Publíquese y notifiquese

SS,
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¡-UNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDóN DE TABOADA

Si bien estoy de acuerdo con el lallo de Ia sentencia interlocutoria expedida en aülos,
discrepo de su lundamentación.

En el acápite b) de¡ fundamento 49 de !a sentencia emitida en el Ilxpediente 00987-
201,1-PA/lC 

-prcccdents 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucional señaló que

debe rechazarse el recurso de agravio constitucional cuando la cucstión de Dcrecho que

contiene no sea de especial lrascendencia constitncional.

En este caso, la parte demandante solicita su reposición en el puesto de trabajo, por
considerar que h¡e despedida arbitraria¡¡ente. Sin embargo, como hc señalado
rcpelidemcn¡e en mis votos emilidos cor¡o magistrado dc aste Tribunal Constitucional,
considero que nuestra Constitución no establece un régimen de estabilidad laboral
absolula.

A mi entender, el derecho altrabajo consagrado por elartículo 22 de la Constitr¡ción no
incluye la reposición. Como señalé en el voto singular que emitÍ en el Expediente
05 057-2013 -PA/TC, Precedente Iluatuco lluatuco, elderecho alkab¿jo

dcbc ser cntendido cottto la posibilidt da acceder librcntente al n¿rcodo
Iaborul o a de:arrollar la dclívidad econóDtica que uno quiera, dentro da
los lhnilcs que la [e! astableca por razones de orden públ¿o. Solo esta
intcrpretación cs consistente co¡ las libertades de contratación y trabajo
consagmdas cn el artículo 2', incisos l4 y 15: la libertad de empresa
establecida eñ el artíc!¡lo 59'; y. la visión dinámica del proceso econó¡nico
ionlenida (n (l ar uiulo 6l " Jr l¡ Cunstitu. i.rn

Asi. cuando el adÍculo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley olorga al
trabajador protección adecuada con¡ra el despido arbitrario", se refiere solo a obtener
una i¡rdemDización delerminada por la ley.

A ¡ni critcrio, cuando la Constitr¡ción utilizó el adjefiyo arbitlatio, englobó tanto al
dcspido rx¿, cono al injustífrcado de los que hablaba el Decreto Legislativo 728, Ley
de Fomcnto dcl E¡npleo. de l2 de novie¡¡bre de 1991.

EXP. N.. 03422-2018-PA/ tC
I-1MA
JAVIER LRNESI'O COIlBI:]'II'O
RODRiGUEZ

[sto cs asi ]rorquc, scgún cl Diccionario de la LeDgue Española, a/rllrl/¡b es

Sutelo a l. Iibre voluntad o al capricho antes que a la le) o ¿ la razón

Indebidalnente. la Ley 26513 prolnulgada cuando ya se encontraba vigente la actual
Constilución prelendió equiparar el despido que la Constilución denominó drrlr?¡1,
solo a lo que la versión original del Decreto Legislaliyo 728 llarf.ó inJüstifcoda.



§ffi?
rB:7 ililtililil1

F]TP. \,' 0l:122'2018 PAII('
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL I-]MA

.rAvtDIt LittNtist o coRult't'l0
RODRÍGUEZ

Más allá de su deliciente lógica, la Ley 26513 tuvo cor11o consecucncia rcsucitar la
reposición como medida de prolección frente a un tipo de despido, entreSándoles a los
jueces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nucva clasiñcación que se ¡¡antiene en el Texto Unico Ordenado del Decreto
Legislativo 728, Ley de Produclividad y Co¡¡petitividad Laboral, aprobado mediante
DccrcloSuprcmo003-97-TR esinconstitucional.

Lamenlablemente, este error lue ampliado por el Tribunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Tclefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso qlrc
correspondía la reposición incluso frente al despido arbitrario.

Al tiempo quc cxtrajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudulenlo. Así,
si no convencia. al nenos confundiria.

La Constitució¡ de 1993 evitó cuidadosamente util¡zar el término "estabilidad laboral".
con cl que laolo su predecesora de 1979 como el Decrelo Legislativo 276, de 24 de
malzo de I984, se relerían a la reposición.

Por tanto. considcro que el recurso de agravio constitucional debe rechazarse porquc no
cslá relacionado con el contcñido constitucionalmente protegido del dereoho invocado.

S,

SARDÓN DE TABOADA
LO 6

) oa

Seme.iante operación non¡ativa implicaba afirmar que el despido rrl¿, no pucde ser
descrifo como "sujcto a Ia libre voluntad o al capricho antes que a lá ley o a la razón", Io
qLre es evidentemente inaceptable.

A mi crite.io, Ia proscripc¡ón constitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
lrabajadores del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
laboral público.

El dcrecho a la reposición del régimen de Ia carrcra adminislrativa no sobrevivió. pues.
a la promulgaoión de la Constitución el 29 de diciernbre de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi vcinlicinco años sin que algunos se pcrcatcn de ello.
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VOTO STNGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la po[encia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para cxpresar rcspctuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

wrBz t ilt 1ililil il ilfi
EXP. N.' 03422-20 t 8-PA/TC
LIMA
JAVIER ERNESTO CORBETTO
RODRíGU¡:Z

EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTtr D[ REVISIóN o nALLo y No DE

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribufla] de Garántias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 conviÍió al T bunal Constitucional
en insta¡cia de f'allo. La Comtitución del 79, por primera vez en Íuesta historia
constitucional, dispuso la crcación de un órgano ad lroc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucio¡al y Ia vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal dc Garantias
Constitucionales em un órgano de control de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el territorio Íacional pa¡a conocer, en úd de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, Io que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para lállar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcconocidos en ld Lonstitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Ga¡antías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus aftículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontfar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incu¡rido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y ¡esolución de la demanda, procederá a casár la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamenle
modiñcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habeas cotpus, ampato, habean data
y acción de cumplimiento. Er segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de co¡1¡ol de la constitucionalidad, au¡1 cuando la Constitución 10

califica erróneamelte como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

ttvll
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artícr¡lo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en úl[iúa y
aleinil¡va instancía, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplilniento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Col1stitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un de¡echo fundamental. Una lectura diveNa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obserNancia del debido proceso y tutela
jutisdicc¡o al- Ninguna petsona puede set desviada de la jurisdicciófi
predeterm¡fiada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los prevíamente
establecirlos, fi¡ juzgdda por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creadas al efecto cualquíera sea su denominación",
consagrada en el ar1ículo 139, inciso 3.

7. Lo constitucional es escuchar a la pafie como conc¡etización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t urfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

I ililtililil tfl ilililil]
EXP. N.. 03422-2018-PA/TC
LIMA
JAVIERERNESTO CORBETTO
RODRiGUEZ

EL DERECHo A SER oÍDo CoNIo MANIFESTACIÓN DE LA DEMoCRATIZACIÓN DE LoS
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALIs DE LA LIBERTAD

8. La administ¡ación de justicia constilucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucio¡al, desde su creación, cs respetuosa, como corresponde, del derecho de

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional lie[e ]ugar por la via del certiorari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un ó¡gano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeftad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es Ia supuesta amenaza o lesión de un derecho ftutdamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional püeda
pronunciarse. Pero la apeÍura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
analisis de lo que se ¡rclcndc. de lo que se inr oca.

ttw
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9. Precisameüte, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretiindose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡e la interuención de las pades, conesponde señalar que, e¡ tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder quc el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se
brinda co¡ estricto respeto dc los derechos ir lerentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas ga¡antías.

1 1. Cabe añadir que la pafiicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democ¡atiza el proceso. De 10 contrario, se decidiria sobre la esl'era de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
e¡cluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene ei deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argr¡mentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, Ia Cofe Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d ttatar al indiyiduo en íodo momenfo como
un verdadero sujeto del proceso, en cl más amplio ¡¿nt¡do cle este cúncrpto, y no
simplemenle cottlo objeto del mismo"t- y que "paro que d¡sta deb¡do proceso legal
es preciso que un just¡c¡dble pueda hacer ydler sus derechos y defender sus
intereses en-forma efect|rd y en condicíones de iguaklad procesal con otros
justiciables'¿.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
prínafo 29.

'Cort" lDH. Caso Hilai¡e, Constantine y Benjamin y otos vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.

EXP. N." 03422-20 tS-PA/TC
LIMA
JAVIER ERNESTO CORBETTO
RODRiGUEZ
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defensa inherente a toda pe¡sona, cuya manifestación primaria es el derecho a se¡
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

deteminen sus derechos, inte¡eses y obligaciones.
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NATURALIZA PROCESAL DEL RECURSo DI AGRAvIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de 'instancia de fallo" plasmado en la Constituciól1 no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es co¡ grave vioiación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso conslilucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) picrde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al T bunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino poa el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoda" eslablece como supueslos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ¡i justificarlo,
convie¡te el empleo de la p¡ecitada sentencia elt arbitrario, toda vez que se podría
al¿ctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su maÍifestación de ser
oído con las debidas garantías, pucs ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué ¡esolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, ¿ztcttis mutandís, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natualezá
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía prelia,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protegq y reparar los de¡echos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia pa¡a la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
dellnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no e¡cuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tienc en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Fe¡rero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entÉña el acceso a la prestación ju sdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está defendiendo el de los demás y el dc la comtuidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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